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• RCE: Responsabilidad civil extracontractual.  

• RELE-CIDH: Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH 

• RELE-ONU: Relatoría para la Libertad de Expresión de la Organización de Naciones 

Unidas.  

• REDESCA: Relatoría Especial sobre los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y 

Ambientales de la CIDH. 

• SADH: Sistema Africano de Derechos Humanos. 

• SEDH: Sistema Europeo de Derechos Humanos.  

• SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 

• SUDH: Sistema Universal de Derechos Humanos. 

• TEDH: Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 

• UNESCO: Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 

Cultura.  

4.2. Contexto de Varaná 

Varaná es parte de la OEA. Su principal actividad económica es la explotación del “varanático”. 

HE fue pionera en la explotación de estos nódulos polimetálicos y es dueña de filiales como Lulo 

Network y Lulocation. La CP protege la libertad de expresión, el buen nombre e intimidad. Varaná 

tiene leyes como: la 900 que regula el principio de neutralidad y habilita al zero-rating y la 22 que 

prohíbe el anonimato en las redes sociales. Ha ratificado los tratados del SIDH y aceptó la 

competencia de la CorteIDH1. 

4.3. El litigo estratégico empresarial contra Luciano  

                                                 
1 H-1-6-7-8-9-10-12-16-20.  
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Luciano es defensor del ambiente e indígena Paya de 72 años. Fue usuario de plataformas digitales 

como LuloNetwork y Lulolocation –única plataforma de 
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5. ANÁLISIS LEGAL DEL CASO  

5.1. La H.CorteIDH es competente y el caso es admisible 

Esta H.Corte es competente 
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5.2.1.1. Autoridades judiciales omitieron adelantar un control de 

convencionalidad  

Según el artículo 2 de la CADH y la jurisprudencia interamericana, los Estados deben adelantar 

un control de convencionalidad. Lo anterior exige, a toda autoridad, valorar la compatibilidad entre 

las normas nacionales y la CADH –incluyendo la interpretación de este Tribunal21– y puede 

derivar en la supresión de normas o la interpretación consistente con la CADH22. 

El Estado incumplió este deber en la orden intermedia de 2014 –que negó a Luciano la reserva de 

la fuente23–, en tanto (i) la mencionada garantía se deriva del artículo 13 convencional; (ii) su 

protección no se limita a periodistas; (iii) tal oficio debe ser objeto de interpretación amplia y (iv) 

el señor Benítez cumplía, incluso, con los requisitos para ser reconocido como periodista.  

(i) El principio de protección de la fuente como concreción del artículo 13 de la 

CADH 

La libertad de información –derivada del artículo 13 convencional– entraña la facultad de buscar, 

recibir y difundir informaciones24; protege el derecho a un libre flujo de ideas25; representa un 

cimiento de toda democracia26 y demanda del Estado, a la luz del artículo 1.1 de la CADH, 

                                                 
21 CorteIDH.Almonacid Arellano-Chile.2006.Párr.124;Gelman-Uruguay.2011.Párr.193;García Rodríguez-
México.2023.Párr.177. 
22 
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garantizar las condiciones para su ejercicio27. Lo anterior implica la eliminación y prevención de 

prácticas con efecto disuasor o inhibidor28 y la creación de un entorno seguro 
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La revisión sistemática de fuentes del SIDH36, SEDH37, SADH38 y SUDH39 permite señalar que 

la garantía analizada no se predica exclusivamente de quienes ejercen el periodismo y, en la 

práctica, tal protección se ha aplicado a activistas y personas defensoras40, líderes o investigadores 

de la sociedad civil41 o comunicadores sociales42.  

 

Este último concepto –el de “comunicador social”– acogido en la Declaración de Principios sobre 

Libertad de Expresión del SIDH –ampliamente citada por la CorteIDH43, la CIDH44 y otros 

órganos internacionales45– ofrece una visión más holística que ubica su titularidad en qu004 Tw [(m11 4j
-0.004 EMC 
/Spa5scn
70.56 499.2 470.88 23(s re
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Si 
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periodista. Lo anterior, en tanto, por un lado, cumplió con la función de comunicador social al: (i) 

utilizar diversas estrategias de recolección de información como las entrevistas, la cobertura 

directa o la sistematización de pruebas de fuentes externas,   y (ii) promover la difusión de los 

contenidos a través múltiples formatos. 

 

Por el otro lado, su actividad fue periódica –elemento determinante, para su caracterización como 

periodista–
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Esta representación demostrará que Varaná es responsable por violar los derechos consagrados en 

los artículos 8 y 25 de la CADH del señor Luciano, en tanto, el recurso de apelación y la solicitud 

de aclaración dentro del proceso de RCE, no fueron efectivos ni cumplieron con la obligación de 

motivación.  
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autoridad, independientemente de su especialidad. De hecho, este Tribunal ya se ha referido a este 

deber en tales procesos, por lo que no existe razón para derivar una interpretación diferente65.  

 

Por consiguiente, se solicita a la H. Corte que declare que Varaná es responsable por vulnerar las 

garantías establecidas en el artículo 25.1, 8.1 y 1.1 de la CADH. 

5.2.1.3. El desconocimiento del principio de igualdad de armas en la audiencia 

pública 

Varaná violó el principio de igualdad de armas a Benítez, al no adoptar medidas para eliminar el 

desequilibrio procesal entre Luciano y su representación y HE. Para tal fin, esta Representación: 

desarrollará las obligaciones estatales frente a este principio y evidenciará las omisiones de Varaná 

en el marco de la audiencia pública de diciembre de 2014, que derivó en la revelación de la fuente 

de Luciano.     

 

Según los artículos 8 y 1.1 de la CADH, es fundamental que todas las partes puedan defenderse en 

condiciones de igualdad66. En este marco, la CIDH67 y el TEDH68 han señalado que 
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promovió que Benítez consultara a sus asesores y no generó ninguna medida positiva para corregir 

la asimetría de las partes74.   

En consecuencia, se solicita a la H.CorteIDH que declare que Varaná es responsable por vulnerar 

el artículo 8, en relación con el 1.1 y 13 de la CADH.   

5.2.2. La responsabilidad del Estado por los límites al anonimato en la red  

 

Varaná es internacionalmente responsable por vulnerar los derechos consagrados en los artículos 

11, 13, 8 y 25 de la CADH, por cuanto el Estado: prohibió el anonimato en su ordenamiento 

jurídico; sus autoridades judiciales no adelantaron un control de convencionalidad y el proceso de 

tutela desconoció el plazo razonable.  

5.2.2.1. El artículo 13 de la CP y el artículo 10 de la ley 22/09 son 

inconvencionales 

Esta represen61 Td
n 
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anonimato", reconociendo que "el anonimato a veces podría ser necesario para proteger al autor" 

y "que tal cláusula podría impedir el uso de seudónimos"85 .  

 

(i) La prohibición del anonimato en Varaná es desproporcionada 

 

El artículo 2 de la CADH contempla el deber de: suprimir las normas y prácticas que contravienen 

las garantías convencionales y expedir normas y desarrollar comportamientos compatibles con la 

CADH86. En este caso, la prohibición de anonimato contraviene la Convención al limitar 

arbitrariamente 
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mecanismos de tramitación de denuncias90 o la promulgación de normas para la prevención de la 

suplantación de identidad91. Por último, la medida es desproporcionada, ya que se limita la 

posibilidad de que las personas expresen sus opiniones sin temor a represalias, sin que resulten 

claros los beneficios –en tanto, la regulación parte del supuesto falaz de que las cuentas anónimas 

generan siempre manifestaciones indeseables92–.  

 

En este marco, se solicita a la H.CorteIDH que declare que el artículo 13 de la CP y el artículo 10 

de la Ley 22/09 son inconvencionales y, por tanto, el Estado es responsable por haber vulnerado 

los artículos 11, 13 y 2 de la CADH.  /



132  
 

   
 

32 

En el marco del trámite de tutela, los jueces de primera y segunda instancia, y la CSJ –encargada 

del recurso excepcional–, se limitaron a mencionar un “precedente vinculante y “cosa juzgada” 

por la decisión proferida por la CSJ, en el marco de la 
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los artículos 8.1 y 26.3
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constitucionales y convencionales para resolver la controversia105. Tercero, las decisiones de 

primera y segunda instancia tardaron seis meses cada una106, sin que se evidencien actuaciones 

que justifiquen la duración del trámite.  

Por último, tal dilación impactó gravemente los derechos de Luciano107, por cuanto en este marco 

se mantuvo el obstáculo para el acceso a plataformas digitales de un defensor del ambiente, y tal 

demora se sumó al contexto adverso sufrido por Benítez que derivó en el silenciamiento de su 

voz108. 

Esta dilación injustificada se agrava al considerar que el proceso se enmarcó en una tutela que, al 

tener por objeto la protección de derechos fundamentales109, demanda de un análisis ágil110.  Una 

revisión de derecho comparado refleja, en procesos de naturaleza y objeto equivalente, una 

duración que varía entre 48 
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5.2.3. 
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descentralizada, abierta y neutral116– en el que el usuario debe contar con la posibilidad de elegir 

los contenidos a consumir117.  

 

Segundo, la CIDH y el SUDH han establecido que el principio de neutralidad de la red es una 

concreción del derecho a la información, en tanto se dirige a evitar el condicionamiento, dirección 

o restricción de la libertad de elección y acceso de los usuarios, de enviar, recibir, u ofrecer 

contenido en Internet118. Lo anterior, entendiendo que no se puede bloquear, filtrar o interferir en 

el ejercicio de la libertad de información en el entorno digital119. 

 

Por último, el principio de transparencia activa requiere que los Estados proporcionen información 

necesaria para el ejercicio de otros derechos fundamentales120. En el entorno digital, esto implica 

que los Estados deben garantizar la comunicación al público de cualquier información relevante 

relacionada con las normas y prácticas sobre tráfico de información121 y garantizar que los 

intermediarios difundan y compartan a los usuarios la información sobre los distintos procesos de 

vigilancia, control, registro y/o monitoreo que implementen122. 

                                                 
116 CIDH.Declaración conjunta sobre libertad de expresión e Internet.2011; ONU.CCPR/C/GC/34.2011.Párr.43. 
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5.2.3.2. La política de zero-rating sin salvaguardas es inconvencional  

Si bien esta representación valora la adopción de medidas para ampliar el acceso a contenidos 

digitales123, iniciativas como el zero-rating (i) no reemplazan las políticas de acceso universal al 

internet que deben implementar los Estados, en cumplimiento de los ODS124 y (iii) y si bien no son 

per se inconvencionales, sí resultan incompatibles con la libertad de información al no prever 

salvaguardas, como sucede en  Varaná. Para demostrar lo anterior, se acreditarán los límites que 

imponen las políticas de zero-rating a la libertad de información y la falta de salvaguardas en 

Varaná que generan efectos desproporcionados.  

 

(i) Las políticas de zero-rating generan un riesgo a los principios de neutralidad de 

la red, acceso a la información y transparencia activa por lo que los Estados 

deben adoptar salvaguardas 

El zero-rating constituye una práctica en la que un PSI determina un precio cero al tráfico de datos 

asociado a una aplicación125. Su materialización representa, por un lado, un límite a la facultad de 

elección del usuario de los contenidos digitales y al principio de neutralidad en la red, en tanto 

potencia el uso de aplicaciones privilegiadas y reduce el uso de otras; impactando el flujo de 

informaciones y restringiendo la capacidad real del usuario de elegir los contenidos 126–en tanto, 

dada la brecha digital en la región127, el criterio de elección se circunscribe exclusivamente a la 

liberación de barreras económicas128–.  Por otro lado, las políticas de zero-rating desconocen el 
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principio de transparencia activa cuando el Estado no prevé la publicación de los acuerdos suscritos 

con operadores y plataformas, el tratamiento de datos y su funcionamiento129. 

 

En este marco, la CIDH ha señalado que esta práctica debe prever salvaguardas y evaluarse en 

virtud de los criterios de legalidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad, dadas las limitaciones 

que impone al principio de neutralidad, la capacidad de proferir decisiones libres en la selección 

de contenidos y el principio de transparencia activa130. Teniendo en cuenta lo anteriormente 

mencionado, esta representación demostrara que la política de zero-rating de Varaná no cumple 

con el requisito de necesidad. 

 

(ii) El modelo de Varaná no cumple con el principio de necesidad de la medida  

 

Existen tres enfoques regulatorios del zero-rating en el mundo: el abolicionista –Unión Europea131 

y Canadá132– que ha prohibido incondicionalmente esta práctica; el permisivo –Colombia– que 

contempla esta política sin restricciones133 y el moderado que prevé salvaguardas en su regulación. 

Por ejemplo, México permite el zero-rating exclusivamente para contenidos cruciales para los 

derechos humanos o servicios públicos134; Perú135 y Chile136 imponen condiciones para evitar 

                                                 
129 
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discriminación o limitaciones a la elección del usuario., como planes de datos con tarifa cero a 

contenidos de elección del usuario.  

 

A la luz de lo anterior, la política de zero-rating del Estado es permisivo –sin salvaguardas– y será 

analizada a partir de los criterios de finalidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad137.  

Respecto a la finalidad legítima, se ha señalado que busca reducir las brechas digitales138; un 

objetivo legítimo derivado del artículo 13 convencional y los ODS139.  

 

Frente a la idoneidad, no existen estudios concretos que permitan concluir que las políticas de zero-

rating reducen la brecha digital. Al contrario, pueden ocasionar la aparición de monopolios y 

aumento de precios, contraviniendo el acceso universal–140. 

 

Finalmente frente a la necesidad, es importante resaltar que al ser un modelo permisivo, no es la 

medida menos gravosa y que impacta menos en los derechos fundamentales, puesto que existen 

modelos que a través de salvaguardas y limitaciones a las políticas  de zero-rating han demostrado 

proteger los principios de neutralidad de la red, acceso a la información y transparencia activa que 

derivan del derecho a la libertad de información, el cual en el escenario de un modelo permisivo se 

ve menoscabado ante la falta de salvaguardas. 

 

Entre las medidas menos lesivas encontramos: (i) disponer que los usuarios puedan acceder a un 

número de aplicaciones de su elección bajo tarifa cero –como ya algunas operadoras de la región 

                                                 
137 CIDH.CIDH/RELE/INF.17/17.2017.Párr.31. 
138 H-10-71. 
139 ONU.ODS9.c. 
140 EU REPORT.Net Neutrality Situation in the EU Evaluation of the First Two Years of Enforcement.Pág.30 



132  
 

   
 

40 

lo han hecho–; (ii) establecer un horario en que todas las plataformas tengan acceso gratuito; (iii) 

incluir políticas de transparencia respecto al alcance de los acuerdos con PSI y el tratamiento de 

datos personales; y (iv) establecer medidas que eviten monopolios de las plataformas digitales141. 

En tanto la política de zero-rating no cumplen con los criterios de idoneidad y necesidad resulta 

innecesario evaluar su proporcionalidad142. 

 

Teniendo presente que (i) Luciano accedió a las plataformas de HE exclusivamente por los 

beneficios previstos por el zero-rating –que, a su vez, facilitaron la obtención y violación de sus 

datos personales, como se probará a continuación– y (ii) la mencionada política no resultaba idónea 

y necesaria, se solicita a la H. Corte que declare que el Estado es responsable por violar los derechos 

y obligaciones consagrados en los artículos 13 y 2 de la CADH.  

5.2.4. Los vacíos regulatorios y la indebida captación y tratamiento de datos de 

Luciano  

Esta representación demostrará que Varaná es responsable por violar los derechos consagrados en 

los artículos 11, 8 y 25, en relación con el 1.1 y 2 de la CADH, por (i) la falta de regulación del 

tratamiento de datos personales, (ii) la captación y tratamiento irregular de los datos de Luciano 

por parte de funcionarios y (iii) las deficiencias de la investigación penal adelantada en el caso
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5.2.4.1. La falta de regulación de la captación y tratamiento de datos 

personales  

Esta representación demostrará que, según los artículos 11.2 y 2 de la CADH, el Estado tenía la 

obligación de regular la captación y uso de datos personal por funcionarios públicos y terceros y 

Varaná incumplió tal deber. 

 

El artículo 2 de la CADH obliga a expedir normas y prácticas para garantizar los derechos 

convencionales144 y el artículo 11.2 (i) protege el derecho a una esfera individual, resistente a 
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beneficiarios últimos del tratamiento irregular de los datos –por ejemplo, HE–; (ii) los 

intermediarios desde donde se extrajeron los datos –LuloNetwork o Lulocation– ; (i
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5.2.5.1. El artículo sobre Luciano publicado en el periódico estatal 

VaranáHoy vulneró sus derechos al buen nombre, honra y vida privada  

Teniendo en cuenta las repercusiones que tuvo el artículo publicado el 7 de diciembre de 2014 en 

el medio estatal digital VaranáHoy176, esta representación demostrará que el Estado vulneró los 

derechos y obligaciones contempladas en los artículos 11 y 1.1 de la CADH. Para ello (i) 
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5.2.5.2. Ausencia de una rectificación compatible con la CADH por parte del 

diario VaranáHoy y el Tribunal Civil  

El Estado vulneró los derechos a la rectificación, honra y buen nombre de Luciano, en tanto 

Federica no cumplió con los requisitos para la rectificación y el Tribunal Civil no realizó un control 

de convencionalidad189. En este marco, (i) se decantará el derecho a la rectificación y (ii) se 

evidenciarán las falencias que tuvieron los agentes del Estado.  

 

Según el artículo 14.1 de la CADH, toda persona afectada por informaciones inexactas o 

agraviantes tiene derecho a pedir una rectificación. Aunque la H. CorteIDH ha reconocido que las 

particularidades de esta prerrogativa dependen de los ordenamientos jurídicos internos190, ningún 

marco nacional puede exculparse aduciendo la ausencia de una política que la desarrolle191. 

 

Por tanto, todo marco nacional deberá asegurar que toda rectificación tenga una vocación 

reparadora, como se desprende del texto convencional –que prevé este derecho a las personas 

“afectadas– y de la jurisprudencia interamericana192. No en vano, atendiendo a tal naturaleza 

reparadora, Estados de la región han señalado que la rectificación debe: (i) ser adelantada por quien 

publicó el contenido lesivo193, (ii) difundirse públicamente194, (iii) ser gratuita195, (iv) cumplir con 

condiciones de equidad, de forma tal que pueda alcanzar un despliegue y relevancia similar al que 

                                                 
189 H-65.  
190 CorteIDH.OC-7/86.1986.Párrs.27-28. 
191 CADH.Art.29.  
192 CorteIDHOC-7/86.1986.Párrs.23 
193 Colombia.Corte Constitucional.T-934/14;Panamá-Ley 22/2005.Art.2 
194 Ecuador-Ley orgánica de comunicación.Art 23;Panamá-Ley 22/2005.Art.2;Colombia,Corte Constitucional.T-
934/14. 
195 México-CP.Art.6;Argentina-Ley25.326.Art.19. 
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tuvo la primera entrega de la información (debida diligencia)196, (v) identificar la comisión de un 

error197 y (vi) aclarar la información (lo que significa que no es suficiente con la publicación de la 

solicitud de rectificación o la versión de la víctima)198



132  
 

   
 

50 

son indicadores para evaluar 
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Aunque la CADH reconoce la especial protección de la información en ámbitos públicos, 

contempla límites205. Bajo este marco, la CIDH ha reconocido la posibilidad de que los Estados 

adopten regímenes de protección de datos personales que reconozcan la desindexación en casos 

en que “el solicitante demuestre un daño sustantivo a la privacidad y la dignidad”206. Lo anterior, 

siempre que: (i) la legislación  sea diseñada de manera específica, clara y limitada, (ii) no se utilice 

como un mecanismo preventivo para proteger el honor, (iii) se dirija a prevenir daños a la 
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era una noticia que podía considerarse de interés público, se basó en datos personales del señor 

Luciano intrínsecamente relacionados con su derecho a la intimidad y su protección personal (dado 

su trabajo como defensor de derechos humanos) y (iv) la petición era la menos lesiva, solicitando 

solo la desvinculación de su nombre en los motores de búsqueda, no la eliminación del artículo 

completo .213
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definir directrices o regulaciones encaminadas a garantizar que las corporaciones sigan los 

estándares internacionales216.  

 

Así pues, de acuerdo con la CIDH217, órganos del SUDH 218y los Principios de Manila219 los 

Estados deben tener regulaciones claras y específicas sobre la responsabilidad de los 

intermediarios que –según la RELE-ONU– están comprendidos los proveedores de servicios, 

motores de búsqueda, servicios de blogs, plataformas de comunidad en línea, redes sociales entre 

otros220. En el presente caso, Varaná no ha cumplido con tener lineamientos normativos sobre 

intermediarios; aspecto que ha ocasionado que los jueces se enfrenten a un vacío legal sobre la 

materia221.  

 

Aunque la Declaración Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet de 2011 exime a estos 

operadores o motores de búsqueda de responsabilidad por publicaciones de terceros, sí deben 

cumplir con órdenes judiciales sobre desindexación de contenidos222. En este caso, los jueces 

civiles no vincularon al proceso a la empresa de Lulook ni a su matriz HE, bajo el argumento de 

que, siendo una empresa intermediaria, esta no era una obligación a su cargo223. 

 

                                                 
216 CorteIDH.Buzos Miskitos-
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Por otra parte, y respecto al derecho a un recurso efectivo, este H. Tribunal ha establecido
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Esta H.Corte ha indicado que, primero, el derecho a la vida exige que los Estados garanticen las 

condiciones materiales para una existencia digna y abstenerse de imponer obstáculos que impidan 

su concreción227. 
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El derecho al agua, aunque no contemplado en la Carta de la OEA, sí se deriva de otras garantías 

del tratado —como el derecho a la salud, alimentación y ambiente sano—237. En este sentido, la 

CorteIDH ha señalado que el artículo 26 convencional238 ampara el derecho al agua y, con una 

mirada armónica del corpus iuris internacional239, comprende el acceso sostenible y sin 

discriminación para el consumo, saneamiento, preparación de alimentos e higiene. En este marco, 

se prohíben medidas que impongan una restricción desproporcionada240. 

 

De manera transversal, se encuentra el deber de los Estados, desarrollado ampliamente y derivado 

del deber general de garantía, de disminuir la brecha digital241 y evitar que ésta suponga un 

obstáculo al acceso a derechos –escenarios en los que cobra relevancia la formulación de 

regímenes de transición en procesos de digitalización242–. Esto se refuerza respecto de personas 

mayores243.  

 

En el caso concreto, se vulneraron los derechos consagrados en los artículos 4, 5 y 26 convencional 

en tanto, el Estado condicionó el acceso a la pensión y al servicio de acueducto a trámites 

digitales244, sin contemplar un régimen de transición que se ajustara a las necesidades de personas 

mayores245 ni ofrecer alternativas eficientes246. Ello creó barreras de acceso a la garantía de los 

                                                 
237 Carta OEA.Art.45(b);34(j);95(c)(1) 
238 
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ambiente sano253, 
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información personal por agentes estatales y actos de difamación atribuibles por acción u omisión 

al Estado263– . 

 

En este escenario, se evidencia una violación a su: integridad personal, dado que padeció 

sufrimientos psicológicos y depresión como consecuencia de las actuaciones previamente 

mencionadas (sin que el Estado asegurara una reparación264); derecho a la circulación, al entrar en 

aislamiento físico derivado de la estigmatización265; derecho a la asociación y reunión, al ser 

excluido de grupos ambientalistas266; derechos políticos, en tanto se limitó la participación pública 

y de denuncia de Luciano267 
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posibilidad revertir los efectos de esta situación y de evitar que no solo la voz de Luciano se apague 

sino de más personas defensoras en la región.   

 

 

 

 

 

 

6. PETITORIO  

Con base en todo lo anteriormente expuesto, esta representación solicita a la H.Corte que: 

PRIMERO: Declare que Varaná es responsable por la violación de los derechos consagrados en 

los artículos 4, 5, 8, 11, 13, 14, 15, 16, 22, 23, 25, 26, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la 

CADH. 

SEGUNDO: Ordene las siguientes medidas de reparación:  

a. Rehabilitación: Brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud 

especializadas, el tratamiento psicológico necesario para Luciano. 

b. Compensación:  
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• Daño material: Pagar al señor Benítez las sumas de la pensión desde que no ha podido 

reclamarlas por no tener celular. Y se exonere del pago de los servicios públicos hasta que 

le brinden otra alternativa para el pago de estos.  

• Daño moral: Pagar al señor Benítez por los perjuicios causados a su integridad psicológica 

productos de las múltiples vulneraciones de Varaná. 

c. Satisfacción:  

• Realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad por las violaciones 

contra el señor Benítez, con presencia de altas autoridades, difundido a través de medios 

de comunicación, incluyendo internet. 

• Publicar la Sentencia de la CorteIDH en el Diario Oficial, y en otros diarios de mayor 

circulación en Varaná, entre ellos, el diario VaranáHoy. Asimismo, la difusión por redes 

sociales y páginas web del gobierno que resuma el caso y los derechos vulnerados en un 

lenguaje sencillo y de fácil comprensión para los ciudadanos.  
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• Adecuar su ordenamiento jurídico a los estándares internacionales de protección de 

derecho a la intimidad y libertad de expresión, en particular el derecho a los discursos 

anónimos.  

• Capacitar a autoridades en derechos humanos y estándares internacionales de protección 

de libertad de expresión e información, así como la protección de reserva de fuente y al 

anonimato.  

• Crear una política pública que regula los mecanismos y alternativas que las autoridades 

judiciales y administrativas puedan utilizar para garantizar el “principio de igualdad de 

armas” cuando se presentan desequilibrios como consecuencia de factores de 

vulnerabilidad como edad, situación económica, nivel de estudio o situación social. 

• Implementar una política de zero-rating con salvaguardas. 

• Regular la protección de datos personales y la desindexación, a la luz de criterios señalados. 

• Crear una política pública para la educación y un proceso de transición digital para el 

acceso a los servicios públicos para las personas de la tercera edad.  
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